Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 14 minutos) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 

(Se da de los siguientes: ) 


SEÑORA SECRETARIA.- “Carpeta N* 1507/2009. REPARACIÓN INTEGRAL. Se reconoce el derecho 
a la reparación integral a las personas que puedan ser consideradas como víctimas de la actuación 
ilegítima del Estado en el período comprendido entre el 13 de junio de 1968 y el 28 de febrero de 1985. 
Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Distribuido N* 3193/2009”. 


Este proyecto de ley estaba a estudio de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social, pero fue rectificado su trámite y se destinó a esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa propone que se incluya en el orden del día como asunto prioritario, 
porque considera que es un tema que si bien no se va a tratar de inmediato, sí hay que considerarlo en 
forma rápida. 


SEÑORA SECRETARIA.- En relación a esa Carpeta, la Secretaría quiere agregar que la Comisión de 
Asuntos Laborales y Seguridad Social remitió todas las solicitudes de audiencia y hoy fueron 
repartidas a los señores Senadores. 


El segundo asunto es el siguiente: “Carpeta N* 1520/2009. CAJA DE JUBILACIONES Y 
PENSIONES DE PROFESIONALES UNIVERSITARIOS. Elecciones de Miembros del Directorio y de la 
Comisión Asesora y de Contralor. Se establece que podrán efectuarse en la última quincena de agosto 
de 2009. Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Distribuido N* 318/2000”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a este proyecto de ley del Poder Ejecutivo, la Presidencia 
propone que se considere en el día de hoy y se apruebe sin más trámite, para que pueda ser elevado 
al Plenario y considerado en la próxima sesión. 


Se va a votar si se incorpora al orden del día de hoy y se considera de inmediato. 
(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


La razón de este proyecto de ley es la falta de tiempo para realizar las elecciones en julio, por 
lo que se pide autorización para que se lleven a cabo en el mes de agosto. 


En consideración. 


A continuación, voy a leer el artículo único del proyecto de ley, que expresa lo siguiente: “Las 
elecciones de miembros del Directorio y de la Comisión Asesora y de Contralor de la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios a celebrarse en el año 2009 (artículos 14, 16 
y 27 de la Ley N* 17.738 de 7 de enero de 2004), podrán efectuarse en la última quincena del mes de 
agosto del año en curso, en la fecha que determinará la Corte Electoral, debiendo ésta realizar la 
proclamación de los miembros electos dentro de los treinta días siguientes a la mencionada fecha. 
Estos tomarán posesión de sus cargos dentro de los diez días hábiles siguientes al de la proclamación, 
en cuya oportunidad cesará el mandato de los miembros del Directorio saliente. 


El mandato de los miembros elegidos y de los que designe el Poder Ejecutivo para integrar el 
Directorio que resulte de las elecciones referidas en el inciso precedente, se extenderá hasta el año 
2013, de conformidad con el procedimiento previsto en el artículo 14 de la Ley N* 17.738 de 7 de enero 
de 2004.” 


Propongo votar ahora el proyecto de ley a efectos de que el tema sea elevado al Plenario el 
martes que viene y luego de su aprobación sea remitido a la Cámara de Representantes. 


Los temas relativos a las elecciones de la Corte Electoral van a subsistir hasta el mes de 
mayo del año que viene, porque van a estar permanentemente complicados. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Pero este es uno de los temas que necesita ser abordado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No obstante, por ahora disponen de tres meses después de junio para 
trabajar. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo único. 
(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que en el artículo único habría que cambiar la expresión “podrán 
efectuarse” y establecer “deberán efectuarse”, porque aquí hay un cambio de fecha, pero no queda 
sometido a la voluntad de nadie. En todo caso, quedará sometido a la voluntad de la Corte Electoral 
fijar la fecha dentro de esa quincena. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo personal, no tengo inconveniente, pero la Corte dice que tampoco le da 
el tiempo. Si seguimos así, no va a dar el tiempo para nada. 


SEÑOR GALLINAL..- Está bien, pero me parece que no es una facultad, sino... 
SEÑOR PRESIDENTE.- Ponemos “deberán” en lugar de “podrán”. 
(Dialogados) 


SEÑORA DALMÁS.- Según entendí, la expresión “podrán” se debía a que, en realidad, las elecciones 
debían ser hechas en otro momento y que se estaba habilitando a que se realizaran en una fecha 
diferente. Por esa razón se establece “podrán”, porque de alguna manera se está autorizando a que se 
varíe la fecha. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La interpretación de la señora Senadora Dalmás es muy buena. 


Si el señor Senador Gallinal me permite y hacemos la reunión para los siete presentes, la 
señora Senadora Dalmás plantea que la palabra “podrán” no está puesta arbitrariamente, sino que 
como existía la obligación de realizar las elecciones en determinada fecha de junio, de acuerdo con la 
ley, se faculta a realizarlas -“podrán”- en otra fecha. Esto me parece más razonable. 


SEÑOR SANGUINETTI.- En cualquier caso, la expresión “podrán” también está habilitando. 
SEÑORA DALMÁS..- Quiere decir que pueden posponer la fecha. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pueden hacerlo hasta la segunda quincena, de modo que dejamos la palabra 
“podrán”. 


SEÑOR GALLINAL.- En realidad, para ser más precisos debería decirse: “en caso de postergarse, 
deberán realizarse”... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo cierto es que ya están postergadas porque iban a ser el 2 de junio. 


SEÑOR GALLINAL.- Entonces, si ya están postergadas, debe decir “deberán”, en lugar de “podrán”, 
porque las elecciones tienen que hacerlas, de lo contrario las autoridades seguirían. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, dejamos la expresión “podrán”. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar nuevamente. 

(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR SANGUINETTI.- De todas maneras, en el informe del señor Presidente se puede aclarar la 
intención. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo haré como miembro informante. 
Vamos a proseguir con los asuntos entrados. 


SEÑORA SECRETARIA.- Se da cuenta del ingreso de un proyecto de ley con aprobación de la 
Cámara de Representantes, por el que se modifica la Ley  N” 18.387, de 23 de octubre de 2008, 
relativa a la declaración judicial de concurso y organización empresarial. (Carpeta N* 1521/09 - 
Distribuido N* 3196/09). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda a estudio. 


SEÑORA SECRETARIA.- Nota enviada por el doctor Hugo Barbagelata, en la que figuran comentarios 
con relación al proyecto del nuevo proceso laboral especializado, con un examen particular y un anexo 
con Derecho Comparado que está contenido en el Distribuido N* 3198/2009, que se reparte en el día 
de hoy. 


Invitación de la Dirección Nacional de Seguridad Social, del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, al acto de presentación del estatuto del artista y oficios conexos con motivo de la 
reglamentación y entrada en vigencia de la Ley N* 18.384. El acto se llevará a cabo el próximo viernes 
5 de junio a la hora 15 en el Salón de Fiestas del Palacio Legislativo. Se repartirá a los señores 
Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde ingresar a la discusión general del proyecto de ley por el que se 
abrevian los procesos laborales. 


SEÑORA PERCOVICH.- En las últimas sesiones, los distintos actores que han asistido a la Comisión 
para referirse a esta iniciación han volcado información bien interesante. En ese sentido, con los 
integrantes de la Bancada de Gobierno hemos estado considerando algunos de los aportes realizados, 
porque entendemos que contribuyen al enriquecimiento del texto que presentáramos originalmente y 
que figuran, más precisamente, en el proyecto de ley enviado por la Suprema Corte en los temas de 
conciliación. 


Creemos también que hay que hacer ciertos ajustes a determinados artículos para 
adecuarlos a la ley de concursos -porque advertimos que ingresó alguna otra modificación que sería 
interesante ver- y algún otro cambio, como para ajustarlo a otras leyes votadas anteriormente. A su 
vez, estamos interesados en leer los comentarios enviados por el doctor Barbagelata. 


No sé si en el día de hoy tendremos oportunidad de discutir artículo por artículo, o si 
debemos esperar para el martes que viene a fin disponer de una semana para leer el material y ver 
cuáles son los temas mejorables, trayendo redacciones alternativas. Quizás podamos aprobar el 
proyecto en general en el día de hoy y después ingresar a la discusión particular. 


SEÑOR SANGUINETTI.- La señora Senadora parte de la base del proyecto de ley a consideración y 
no del enviado por la Suprema Corte, lo que quiere decir que se está proponiendo corregir ese, lo cual 
ya es una definición, en primer lugar, sobre la autonomía o no del proceso y, en segundo término, 
sobre sus propias características. 


Quiero decir que luego de haber oído todas las posiciones realizadas -confieso que las 
escuché sin ningún prejuicio, porque no tenía ninguna predisposición sobre una u otra situación- 
realmente me ha resultado más convincente la sostenida por los procesalistas, que supone una opinión 
de la Suprema Corte de Justicia, de los Jueces laborales, es decir, de aquellos que aplican 
efectivamente el Derecho. El mundo de los procesalistas es un poco distinto -y siempre lo ha sido- al 
de los sustantivistas, pero el proceso es decisivo porque es la vida del Derecho; todo lo demás puede 
estar muy bien, pero si el procedimiento no funciona, todo se hace ilusorio, y eso es lo que estamos 
tratando de resolver acá. 


Partimos de la base de dos proyectos que buscan lo mismo: abreviar los plazos; creo que en 
eso está de acuerdo todo el mundo y también nosotros. En lo personal, me convenció la tesis de 
generar una especialidad dentro de un Código General del Proceso que ha sido importante, que ha 
producido un cambio bastante sustancial en toda la tramitación judicial del país y que resuelve en 
muchos de los temas. El aspecto a tener en cuenta, en lo relativo a las justicias especializadas y 
autonómicas, es que todo lo que es el mecanismo teórico que hay alrededor para interpretaciones de 
plazos, de términos y de conceptos, se diluye -diríamos- o se empieza de cero cuando siendo parte de 
un criterio general, se funciona sólo sobre la excepción y el resto es el Código. 


En lo personal, como dije, esa tesis me ha resultado más lógica. 


En cuanto a la normativa en sí, quiero decir que me pareció que todos hablaban desde la 
práctica, buscando el mismo propósito; no creo que haya una contradicción sustantiva entre los dos 
proyectos, pero considero que partir de aquel que sustentan quienes lo están aplicando, es un modo de 
acercarnos más a la eficacia porque, al final, quienes van a aplicar la ley son los Jueces. Entonces, si 
ellos se inclinan hacia una cierta normativa que procura lo mismo, desde el punto de vista de la política 
legislativa -no estoy aquí ingresando en los argumentos de fondo- me parece mucho más acertado, 
más lógico. Digo esto porque todos quienes están llamados a la aplicación práctica están en esa línea. 


En consecuencia, me parece que estaríamos mucho mejor desde ese ángulo y, partiendo de 
allí, podríamos corregir lo que haya que corregir y agregar lo que sea necesario. 


En fin, esa era la posición al respecto que quería adelantar. 
SEÑOR MOREIRA.- Quiero decir algo en un sentido similar. 


Me pareció importante el aporte de la Profesora y catedrática Grado 4 de Derecho Laboral que 
nos visitara, que fue la que nos alertó sobre alguno de los defectos que contiene -o podría contener- el 
proyecto de la Bancada del Partido de Gobierno. Ahí vimos, incluso, que no hay unanimidad dentro de 
la Cátedra de Derecho Laboral, lo cual nos marca una preocupación. 


Luego, esto se vio acrecentado por la posición de algunos catedráticos -gente, por cierto, 
muy respetable y de probados conocimientos sobre el Derecho Laboral sustantivo- de la mesa 
multisectorial que se reunió para elaborar este proyecto. Ellos entendían que no sólo el Derecho 
Laboral debe contar con esa necesaria autonomía, sino que también el Derecho Procesal Laboral debe 
ser autónomo. 


Aquí vemos, entonces, una diferencia cualitativa importante, de esencia, entre la posición del 
Instituto de Derecho Procesal -según dicen ellos, es por unanimidad de la Universidad de la República- 


y la visión de la Suprema Corte de Justicia, que hizo afirmaciones de similar naturaleza, diciendo que 
considera que es exacto y correcto poner el énfasis en la autonomía del Derecho Laboral sustantivo, 
pero que no entiende conveniente apartar este proceso -que, en definitiva, también es un proceso civil- 
de las normas generales o del sistema general del Código General del Proceso, que considera que ha 
representado  -creo que esto nadie lo discute- un gran avance en materia de procedimientos civiles. 
Si bien el proceso penal debe tener su autonomía porque refiere a otros valores y tiene una naturaleza 
muy distinta, a juicio de la Suprema Corte de Justicia y del Instituto de Derecho Procesal, no se 
justificaría un apartamiento total de las normas generales del proceso civil, del CGP. Considero que el 
proyecto de ley que envía la Suprema Corte va más en esa dirección. Además, hay que tener en 
cuenta que todos coinciden en destacar la especialidad del Derecho Laboral, así como la situación de 
mayor debilidad de una de las partes de la relación, como lo es la parte trabajadora, y creo que lo que 
todos han recalcado es que esto no protege más los derechos de los trabajadores que el constituirlo 
por fuera del CGP. Por el contrario, en algunos casos, esto podría lesionar los intereses de los 
trabajadores y hay un informe de un cuerpo de Magistrados en materia laboral -no sé si ha circulado 
ese informe en este ámbito- que opina igual. Por tanto, desde distintas direcciones, gente muy 
autorizada marca críticas a este proyecto de ley. Además, se señala que no es allí donde se ahorra el 
tiempo que, a veces, dilata innecesariamente los procesos y puede constituir una denegatoria de 
justicia por la demora pues, muchas veces, se trata de cosas meramente burocráticas, como fijar una 
audiencia. Es cierto que ahora las audiencias van a estar prefijadas, pero también están los informes 
por oficio que alargan los procesos innecesariamente y, a veces, constituyen chicanas jurídicas de 
alguna de las partes. 


Pensábamos que, de pronto, íbamos a trabajar sobre la base de los dos proyectos. El señor 
Senador Abreu, que hoy no pudo concurrir a la sesión, tenía algunas propuestas alternativas, y por ello 
me pidió, en la misma dirección que la señora Senadora Percovich, que planteara la posibilidad de que 
se tratara la semana que viene. Traía esas directivas, sin perjuicio de afirmar lo que afirmo, porque me 
parece que es muchísimo mejor el anteproyecto de la Suprema Corte. Además, la filosofía sobre la que 
se asienta, de no apartarnos, de no hacer un proceso laboral autónomo, sino de integrarlo al proceso 
civil, con modificaciones por sus especialidades, me parece la dirección correcta. Señalo que, en el 
mismo sentido, me han convencido los argumentos de este lado. Aclaro que el pedido del señor 
Senador Abreu no pretende dilatar nada, sino que apunta a ser responsable, pues me parece que este 
no es un tema menor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión prácticamente se ha dedicado un mes a estudiar el tema, a 
escuchar opiniones sobre la materia y leer los antecedentes. Creo que existe opinión unánime en 
cuanto a que deben cambiar varias cosas en el procedimiento laboral para que haya más justicia para 
la parte más débil, y la cuestión radica en cómo conseguirlo. 


Por mi parte, debo decir que me pareció muy bueno el trabajo de la Comisión que designó la 
Suprema Corte de Justicia, que mandó a dar un informe -tenía la firma de varios Abogados de 
renombre y laboralistas de primer nivel- a una Magistrada de primer nivel, como la doctora Rossi, 
miembro de un Tribunal de Apelaciones. Pienso que aquí hay una opción que adoptar y, por tanto, se 
sigue el criterio de los procesalistas que dicen que se deben insertar dentro del Código General del 
Proceso todos los cambios que se den en el proceso en materia laboral, o se apunta a la 
independencia. Entiendo que eso es lo que se puede discutir hoy y decidir, a fin de saber sobre qué 
parámetros vamos a trabajar después, sin perjuicio de que si se replantea el tema se pueda volver a 
discutir. Quiero informar a la Comisión -no sé si interpreto correctamente la opinión de mis colegas del 
Frente Amplio y del Gobierno- que el Poder Ejecutivo quiere que haya ley en esta materia antes del 15 
de setiembre, ya que considera que es un paso fundamental que va a cambiar muchas cosas en la 
vida jurídico-laboral. Y, en lo personal, me inclino por el procedimiento específico. 


Como indiqué en la pasada reunión -lo ratifico ahora- no escuchamos a los procesalistas decir 
que había que atar al Código General del Proceso la ley concursal, a la cual le cambiamos el 
procedimiento, porque eso fue lo que hicimos al votar las distintas etapas, ya que adoptamos un 
derecho sustantivo y le dimos un procedimiento diferente, eliminando una parte del antiguo proceso y 
remitiéndonos al proceso concursal. 


Por otra parte, hay algunos aspectos que vamos a corregir y que tienen relación con 
ensamblar a la perfección lo que establece la Ley de Concursos con este proyecto de ley que estamos 
considerando ahora. 


Pero, además, si alguna duda tenía, la he despejado al ingresar a la lectura del documento 
del doctor Héctor Hugo Barbagelata, porque me admitirán todas las señoras Senadoras y los señores 
Senadores que es la máxima autoridad en materia laboral en este país, como lo fue en su tiempo el 
doctor Plá Rodríguez. Me voy a dar el lujo de leer -solamente una página y media- una parte del 
informe, que me parece importante. 


El doctor Barbagelata, refiriéndose a la necesidad de un proceso laboral especializado, 
expresa: “En efecto, todos los que por imperio de sus necesidades vitales no disponen de capacidad 
de espera -como es el caso de los que viven de su sueldo o jornal- están en inferioridad de condiciones 
para hacer valer sus derechos y, como decía el maestro Eduardo J. Couture (en el prólogo de su 
proyecto de Código de Procedimiento Civil de 1945): “Quien no puede esperar se sabe, de antemano, 
derrotado'. Por eso, los trabajadores se ven forzados a aceptar cualquier arreglo, por poco o nada 
equitativo que fuere, con tal de disponer de algún dinero en un plazo breve. 


A todo lo cual se agrega el hecho de que la morosidad de la justicia no solo les abre a los 
empleadores poco escrupulosos, la oportunidad de arreglos leoninos, sino que la demora opera 
también como un salvoconducto que permite atravesar, con mínimo riesgo, los límites impuestos por la 
normativa laboral. 


En el caso de Uruguay, el problema no se agota con la mera puesta en práctica de algunos 
ajustes de los procedimientos actuales, pues como enseñaba Couture:” -como pueden ver los señores 
Senadores, está citando al doctor Couture, en contradicción con lo que opinaban los procesalistas en 
cuanto a que él estaba de acuerdo con eso- “la doctrina proclama no sólo tribunales especializados, 
sino también procedimientos propios. Por sus modalidades especiales, el conflicto de trabajo exige un 
apartamiento de todas las características tradicionales del proceso civil”.” Entonces, se trata de una 
coincidencia absoluta con la opinión que tenemos nosotros sobre el procedimiento propio que debe 
tener la materia laboral. Y esto figura en el Proyecto de Código de Procedimiento Civil, edición fuera de 
comercio, Montevideo, 1945, página 58. A continuación, sigue expresando: “Consciente de lo cual, 
también explicaba que ésta era la razón por la cual su Proyecto de Código no trataba de la material 
laboral.” Y agrega el doctor Barbagelata: “En el mismo sentido, uno de los más distinguidos 
procesalistas actuales, el profesor italiano Andrea Proto Pisani, afirma que 'un Legislador que quiera 
que efectivamente funcione la tutela jurisdiccional de las situaciones materiales implicadas en la 
relación de trabajo no podrá dejar de considerar que ...es necesario establecer un procedimiento 
caracterizado por la rapidez y por la utilización de instrumentos técnicos apropiados para hacer perder 
el interés dilatorio a la contraparte del trabajador” (Studi di diritto processuale del lavoro. 1976). 


Todo lo cual ha sido expresamente proclamado en múltiples encuentros académicos y 
Congresos, a partir del de Montevideo de 1949. Es así que en recientes Leyes de Procedimiento 
Laboral, como la vigente en Chile desde 15 de febrero de 2008, -hasta el momento con muy buenos 
resultados- el procedimiento especial y sumarísimo para esta materia, se fundó en la diversidad entre 
el Derecho Civil, basado en “los principios de autonomía de la voluntad, libertad 
contractual...renunciabilidad de los derechos e igualdad de las partes”, respecto del Derecho del 
Trabajo, cuyo “claro carácter tutelar”, determina principios opuestos, puesto que el proceso laboral debe 


contar con un sistema 'que se oriente a dar efectividad al derecho sustancial”.” Este es el derecho de 
carácter laboral para amparar al más desfavorecido. 


Me parece muy bien que se examine este trabajo por parte de los señores Senadores. De 
todos modos, también hemos propuesto aquí, con la colaboración del Abogado laboralista, doctor 
Héctor Zapirain, unas modificaciones al texto del proyecto de ley de procesos laborales autónomos. En 
el artículo 3%, en materia de conciliación previa, se agrega al final del primer inciso lo siguiente: 
“Cuando en la jurisdicción territorial del tribunal competente no existan agencias zonales, el reclamante 
quedará exonerado de tentar la conciliación. 


La solicitud de inicio del procedimiento conciliatorio deberá realizarse por escrito presentado 
por el interesado o por apoderado, asistido de Abogado salvo que la reclamación fuera por sumas 
inferiores al equivalente de 20 UR. En dicha solicitud deberán indicarse con precisión los hechos que 
fundamentan el reclamo y el detalle y monto de los rubros reclamados.” 


Con relación al artículo 4% su redacción comenzaría de la siguiente manera: “Artículo 4. 
AUDIENCIA Y CONTENIDO DEL ACTA. La audiencia se convocará para día y hora determinados, con 
una anticipación no menor de tres días. 


En acta resumida deberá señalarse en forma detallada el reclamo, las soluciones propuestas, 
el resultado final y el domicilio que indiquen las partes.” 


A su vez, en el cuarto inciso se agrega: “El acuerdo a que se arribe en el procedimiento 
habilitará su ejecución forzada por los procedimientos propios regulados en el Título V del Libro || del 
C.G.P”. Aquí se recurre al Código General del Proceso. 


Por último, el artículo 27 proyectado se sustituye por el siguiente: “Artículo 27. EJECUCIÓN 
DE SENTENCIA. La ejecución de sentencia se llevará a cabo en los Juzgados especializados que 
hayan conocido en el proceso de conocimiento. En caso de concurso, se estará a lo dispuesto por la 
Ley N* 18.387, de 23 de octubre de 2008”. He aquí donde se compagina la ley de concursos con este 
procedimiento laboral concreto en la ejecución de la sentencia, porque ya se había recogido lo 
referente a la materia laboral en su conjunto. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Creo que todos compartimos la idea de lograr una abreviación de los juicios y 
que eso es lo importante aquí. Sin embargo, no podemos ignorar que, tanto como de la ley, esto 
depende de la administración de Justicia, y quizás más de esta última que del propio procedimiento 
legal. Con las mismas normas se puede estirar más o menos el proceso: con las notificaciones, con las 
consultas a cualquier organismo, etcétera. En fin, una cosa es la pragmática legal y otra la vida real en 
el Juzgado. En síntesis, considero que el tema es bastante sustancial y que esta ley es muy buena en 
cuanto a la definición de intenciones. Sin embargo, más que el debate teórico, me preocupa la vida 
práctica porque en el fondo creo que se está haciendo un típico debate doctrinario, de esos que son 
muy importantes a nivel académico, pero no tanto en la realidad. En cualquier caso, estamos ante un 
procedimiento muy excepcional dentro de un Código General. De todos modos, no le veo mucha 
sustancia, más allá de lo que ya señalé en el sentido de que siempre es más lógico estar dentro de un 
cuadro general de interpretación de las normas. 


Entonces, vuelvo al argumento pragmático y reitero que considero que si quienes aplican la 
ley -me refiero a la Suprema Corte de Justicia y a los Jueces laborales- y los procesalistas, que son 
quienes en definitiva están dentro de esa vivencia práctica del Derecho, se inclinan por esta solución, 
habrá que tenerla en cuenta. Me parece que este es un tema de sentido práctico, de pragmatismo y de 
una buena política legislativa, aunque todos tenemos claro que esto no termina acá y que habrá que 
ver cómo se lleva a la vida práctica. Tendremos que ver también cuánto se acorta el proceso, porque 
ya muchas veces hemos votado normas en este sentido y aún hoy seguimos haciéndolo. 


Recuerdo que en mi época de estudiante estudiábamos la ley de abreviación de los juicios y 
de eso ya han pasado cincuenta años. En aquel momento ese era el gran asunto; se la denominaba la 
“Ley de Abreviación de los Juicios” y nosotros la estudiábamos con gran ilusión. A lo largo de estos 
cincuenta años hemos seguido considerando leyes de abreviación de los juicios y, en ese sentido, 
Martín Echegoyen era un experto del tema. Con todo esto quiero decir que el proceso manuscrito suele 
quedar en ello. En lo personal, lo que más me hace fuerza es un criterio pragmático aunque veo que 
aquellos que aplican la ley, los que tendrán su vivencia, están en una línea determinada. 


Reitero que me planteo el criterio práctico y no el teórico, porque soy consciente de que 
doctrinariamente hay muy buenas razones para ambos lados y, en ese sentido, hemos escuchado 
debates teóricos de grandes Profesores que pueden argumentar ambas tesis. La última de ellas es la 
de Héctor Hugo -a quien aprecio y conozco de toda la vida- quien es una autoridad en materia de 
Derecho Laboral y nadie lo va a discutir. Lo que sucede es que esto es otra cosa. no estamos ante el 
Derecho Laboral sino ante la vivencia del procedimiento. Entonces, me parece mucho más lógico 
seguir el criterio de quienes van a aplicar la ley y no el de quienes están imaginando lo que debiera ser. 


SEÑORA PERCOVICH.- Creo que esta discusión ya la hemos tenido otras veces, aunque no 
exactamente sobre el mismo tema. Precisamente, a partir del repartido elaborado por el doctor 
Barbagelata y en base a algunas cuestiones que se mencionaron acá por parte de quienes 
concurrieron, me gustaría precisar al señor Senador Sanguinetti que a veces las cuestiones filosóficas 


tienen que ver con asuntos muy de fondo en los procedimientos, y sobre todo en la protección de 
quienes están involucrados en un litigio. En el resumen que el doctor Barbagelata hace al final de su 
exposición -que fue leída, en parte, por el señor Presidente- dice que, realmente, hay una cuestión 
filosófica de por medio porque el proceso civil se basa en la ficción de la igualdad de las partes, tal 
como expresa el artículo 4* del Código General del Proceso. En oportunidad de considerar otras leyes, 
ya hemos discutido esta visión general y hemos concluido que tiene que haber un debido proceso para 
la protección del acusado, o sea que cuando se presenta en un litigio una persona mucho más 
vulnerable, esta debe tener una protección especial. Lo hemos discutido en oportunidad de tratar la ley 
sobre violencia doméstica y toda medida cautelar, como las que aprobamos para la niñez y la 
adolescencia en los casos de maltrato y abuso, que ahora están en discusión en la Cámara de 
Representantes. Cuando el doctor Preza concurrió -no recuerdo bien por qué tema- dijo que en lo que 
respecta a la propuesta de modificación del Código del Proceso Penal, se había estado avanzado 
justamente en el capítulo de protección de las víctimas, adaptándose la legislación moderna a los 
instrumentos internacionales que hemos aprobado. 


Entonces, en lo que tiene que ver con el tema del trabajo, me parece que las 
fundamentaciones del doctor Barbagelata van en esa dirección y por eso considero que es bueno 
inclinarse en el sentido de que haya una protección especial para los trabajadores y las trabajadoras en 
un proceso laboral autónomo, cuya aplicación -como en el caso de la niñez y la adolescencia o en los 
de violencia doméstica- involucra todo un sistema que obliga a capacitaciones especiales de los 
tribunales -Jueces, Fiscales, etcétera-, relacionadas con la protección de alguien más vulnerable. 


De todas maneras, esta es una discusión que siempre tenemos con los Abogados 
procesalistas. 


SEÑOR ABREU.- Estoy tratando de aproximarme a una visión pragmática que trate de recoger una 
realidad que es parte del Derecho Laboral, es decir, esa relación asimétrica que tiene características 
tuitivas, en función de que en el proceso laboral hay una parte que tiene mayor fragilidad o debilidad 
que la otra. Esto es reconocido por el propio Derecho Laboral. 


Considero que estamos discutiendo excesivamente el tema de la autonomía porque, en 
realidad, el Derecho Laboral funciona en forma autónoma dentro del propio Código General del 
Proceso. De manera que, más allá de las posibilidades de discutir con mayor profundidad, en teoría, la 
autonomía del Derecho Procesal hoy en los hechos está reconocida dentro del propio Código y 
funciona de ese modo. Ahora bien, teniendo esa autonomía, tenemos que buscar normas que 
respondan a nuestra inquietud compartida. El señor Senador Sanguinetti plantea lo mismo que la 
propia Bancada de Gobierno y que nosotros, es decir, tenemos que abreviar los procesos laborales, 
tenemos que buscar una legislación que ayude y que vaya avanzando, precisamente, en dar mayor 
eficiencia y celeridad al proceso laboral. Lo que sucede es que hay discrepancias de carácter 
instrumental, discrepancias que ni siquiera son de fondo sino, reitero, de carácter instrumental. ¿Qué 
es lo que resulta más eficiente para acortar este proceso laboral? Aquí, el corazón de la discrepancia 
está entre el proyecto de la Suprema Corte de Justicia y la iniciativa inicial, porque ésta tiene plazos 
que no maneja aquél, ya que se remite a los ya existentes dentro del Código General del Proceso. Sin 
perjuicio de ello, en esta situación todos reconocen que la mayor parte de la lentitud del Derecho 
Laboral se da en el ámbito administrativo -no en el del proceso laboral- y eso puede no ser recuperable 
aunque se tenga la preocupación por mejorar los procedimientos o los plazos. Considero que allí radica 
el tema de fondo, más allá de algunos aspectos que podamos manejar. 


Por nuestra parte, nos inclinamos por la interpretación que hace la Suprema Corte de 
Justicia en muchos aspectos y eso es así porque, hasta desde el punto de vista tuitivo, vemos que 
algunos artículos que contiene el otro proyecto no ayudan al trabajador. Ese es el caso, por ejemplo, de 
las excepciones que deben ser contestadas en la audiencia y en forma oral, sin tiempo para poder 
defenderse. Creo que allí hay una discrepancia. Es más; en cuanto a la audiencia de conciliación, 
quiero hacer la siguiente reflexión. Se pueden facilitar las cosas para que en esta audiencia se pueda 
presentar la demanda -en los hechos, hoy se puede presentar en la propia conciliación aunque deba 
realizarse dentro del proceso- pero si se elimina la audiencia de conciliación, creemos que nos 
podemos llenar de juicios de toda naturaleza. Entonces, hay que tener en cuenta que quizás, en 
beneficio de una cierta abreviación, se elimina la conciliación -que es un instrumento muy útil en el 
Derecho Laboral, donde se pueden encontrar muchas soluciones antes de ingresar en la etapa del 
litigio- pero eso puede saturar al proceso judicial con juicios de todo tipo, en particular los de menor 


cuantía. Creemos que aunque los plazos van a ser más abreviados, todo esto va alimentando la 
indefensión del propio trabajador. Al respecto, tenemos la propia interpretación que hizo la Suprema 
Corte de Justicia sobre la audiencia única. Algunos de los distinguidos profesionales que 
comparecieron señalaron que ese es un tema que tienen que solucionar los Abogados o los Jueces, 
como si hoy no se trabajara con la debida celeridad en la administración de la justicia. Pero, a veces, 
los atosigamientos que existen desde el punto de vista administrativo son mucho más poderosos que la 
propia voluntad de avanzar. 


La doctora Mangarelli hizo algunas observaciones sobre el tema de la liquidación. Al respecto 
señaló que si los juicios son muy numerosos, el Juez no va a poder liquidarlos. Eso no es hablar mal 
del Juez; este no puede liquidar el juicio en la propia audiencia porque, en realidad, todos los reclamos 
son múltiples. Creemos que nosotros debemos ir más allá y buscar modificar y apurar los 
procedimientos que protejan al trabajador con mayor realismo, dentro de lo que es la naturaleza del 
Derecho Laboral. En este sentido, pienso que debemos coincidir para salir adelante con un proyecto 
en conjunto y no quedarnos en instrumentaciones y, mucho menos, en discusiones sobre si el Derecho 
Laboral es o no autónomo. Debemos asumir que el Derecho Laboral funciona en forma autónoma 
dentro del propio Código General del Proceso. Hay discusiones académicas que no son solo 
interminables sino también apasionantes porque, entre otras cosas, cada especialista del Derecho - 
más allá del laboral- quiere que su materia sea autónoma. Esa es la vieja historia del Derecho, donde 
las ramas son más importantes que el contenido sistémico de un cuerpo normativo. 


Por lo expuesto, nosotros queremos trabajar en este tema e, inclusive, ver la posibilidad de 
adelantar en un proyecto de ley sobre el que, no sólo no tenemos diferencias políticas de fondo, sino 
que ni siquiera tenemos discrepancias respecto a si hay que defender más a uno u otro; en eso 
estamos de acuerdo. Tenemos que ver qué es lo más eficiente o qué nos va a permitir avanzar, para no 
chocar contra una pared de realismo que termine haciendo fracasar el tema. Si no recuerdo mal, uno 
de los representantes del Instituto de Derecho Procesal decía que con esto nos damos contra la pared. 
Mediante las normas debemos evitar que de tanto optimismo, el fracaso no genere una especie de 
rebote depresivo de carácter legislativo. Esa es la preocupación que tenemos, aun cuando 
acompañamos parte de algunos artículos. Inclusive, se plantea por qué no se disminuye el monto de 
$ 81.000, que se aduce representa mucho dinero. ¿Qué sucede si el trabajador reclama $ 80.000 y en 
una sola instancia se lo niegan? ¿No tiene derecho a apelar? Entonces, bajemos la cifra a $ 30.000 o 
$ 31.000 y, ahí sí, permitamos la posibilidad de apelar, pero no condenemos al más débil a guardarse 
de una apelación porque en una sentencia única el Juez no le da la razón en su demanda o en su 
derecho sustancial. Debemos analizar esos temas y creo que les vamos a encontrar una solución. Es 
importante que todos nos preocupemos por aprobar el articulado y no desconfiemos entre nosotros en 
el sentido de pensar que pedir un aplazamiento es para poner un “pentotal” al tema sino, todo lo 
contrario, para ver cómo podemos trabajar y no quedar, unos u otros -este es un tema de carácter 
corporativo- aferrados a las recetas dogmáticas de cada instituto, incluida la propia Suprema Corte de 
Justicia, que a veces puede tener cierta rigidez en la forma de interpretar los proyectos que presenta o 
modifica. 


SEÑOR MOREIRA.- No tengo mucho para agregar a lo ya expresado. La señora Senadora Percovich 
ha hecho una propuesta concreta en el sentido de aplazar el tema hasta la semana que viene y el 
señor Presidente manifestaba que hay algunas sugerencias de modificación al anteproyecto de ley de 
parte de la Bancada del Frente Amplio. Si bien uno de los anteproyectos nos parece más adecuado 
para defender los intereses de las dos partes, aun cuando el trabajador es la parte más débil de la 
relación, pensamos que la otra parte no puede quedar totalmente desprotegida. Por ejemplo, en lo 
personal, me parecen injustas las normas que no admiten la citación de terceros ni la reconvención, 
porque el hecho de proteger a unos no implica exterminar los derechos de la otra parte. Entonces, creo 
que hay que guardar un debido equilibrio. Releyendo los comentarios de los Magistrados laborales y de 
los Ministros de la Suprema Corte, advierto que señalan que el hecho de reducir algunos plazos 
tampoco implicaría una transformación sustancial de los procedimientos y de los tiempos. De cualquier 
modo, en el anteproyecto de ley de la Suprema Corte se estipula un plazo muy corto de sesenta días 
en el que se diligencia toda la prueba, que solo se prorroga en situaciones absolutamente 
excepcionalísimas y que está debidamente garantizado. Recuerdo cuando la doctora Mangarelli -que 
también integra la Cátedra de Derecho Laboral- señalaba que el plazo para la contestación de la 
demanda y el plazo de traslado de las excepciones del anteproyecto de ley multisectorial son 
demasiado exiguos, especialmente para los trabajadores, que son los que cuentan con 
asesoramientos, no menos importantes pero sí algo distintos, porque no tienen con qué pagar los 
honorarios de un bufete de Abogados. No sé si de esta forma no estaremos en presencia de un 


debilitamiento de la parte más débil de la relación, cuando lo que se persigue es precisamente lo 
contrario. En realidad, no estoy convencido en el sentido de que uno sea más garantista que el otro 
para los trabajadores. Me imagino que los comentarios del doctor Ruibal Pino son los de la Corte... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aquí corresponde hacer una aclaración. El doctor Ruibal Pino señaló 
especialmente que las opiniones que vertía eran personales y no de la Corte. Ello figura en la versión 
taquigráfica de la respectiva sesión. 


SEÑOR MOREIRA. Inclusive, concurrió con el Secretario Letrado de la Suprema Corte de Justicia, 
quien habló más que él. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, señor Senador, habló bastante más. 


SEÑOR MOREIRA.- Yo sentí que representaba a la Suprema Corte. Y los representantes de la 
Cátedra de Derecho Procesal dijeron que venían por todos, como suele suceder. Nosotros debemos 
tener nuestro propio juicio al margen de eso. Simplemente después de leer el contenido de sus 
apreciaciones, me parece que gente que está aplicando el Derecho -como decía el señor Senador 
Sanguinetti- como los Magistrados, tiene la experiencia diaria y sabe cuales son los problemas reales 
que existen detrás de todos estos procesos. 


Me parece que deberíamos estudiar este tema -estamos trabajando en él- cotejarlo y luego 
votaremos; y si se puede llegar a un acuerdo, muchísimo mejor porque es un tema importante, y en 
eso coincidimos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pienso que hay una cuestión de previo y especial pronunciamiento. Tal vez en 
la discusión particular podamos llegar a acuerdos y mejorar o no el proyecto de ley, pero acá hay una 
gran división de opiniones que, para ser sinceros, en lo personal creo que se trata de un problema de 
denominación en su mayor parte. En otros aspectos, es una cuestión de técnicas procesales que 
permiten la especialización de la gente en la materia. 


Por estas razones, me inclino por el proyecto de ley presentado por nosotros y que apoya la 
Comisión nombrada por la Suprema Corte de Justicia. Creo que ahí está la diferencia sustancial; luego 
hay aspectos que son discutibles. Hemos traído modificaciones para tres artículos bastante 
importantes, que atienden a observaciones que se habían hecho en la discusión particular y demás. 


Por lo tanto, me parece bien que en el día de hoy definamos qué proyecto de ley vamos a 
tomar como base: el que presentó la Bancada del Frente Amplio, con el apoyo de la Comisión que 
nombró la Suprema Corte de Justicia, o el de la Suprema Corte, que es diferente y que no hemos 
considerado en forma específica. 


SEÑOR MOREIRA..- Ni siquiera es un proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es cierto, señor Senador; es un borrador porque ni siquiera tiene derecho a 
iniciativa. 


En definitiva, habría que votar el proyecto de ley en general y ver si nos inclinamos por ir a la 
discusión particular tomando como base una u otra iniciativa. Creo que nos vamos a poner de acuerdo 
en la mayor parte de las disposiciones, salvo en algunas en las cuales ya se sabe que hay opiniones 
distintas y que no vamos a poder superar porque forman parte de lo que para unos y para otros es la 
concepción del Derecho Laboral, tal como mencionaba el señor Senador Moreira. Me parece que allí 
está la clave del asunto, y en los aspectos puntuales, donde se manifiesta lo diferente, es donde está el 
desacuerdo. 


Si no se hace uso de la palabra, la Presidencia pone a consideración si se toma como base 
el proyecto de ley presentado por los señores Legisladores del Frente Amplio, apoyado por la Comisión 
nombrada por la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑOR ABREU.- ¿Y las modificaciones sugeridas al texto? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se van a discutir oportunamente; ahora vamos a considerar el proyecto de 
ley en general. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 7. Afirmativa. 


La Presidencia consulta a los señores Senadores si quieren ingresar ya a la discusión 
particular. 


SEÑORA PERCOVICH.- Como el señor Presidente nos ha acercado una serie de cambios que más o 
menos coinciden con algunas de las cuestiones que discutimos en la Bancada, y como hay algún otro 
artículo que tiene que ser ajustado con relación a alguna otra ley aprobada, me parece que sería 
interesante que el martes próximo empezáramos con el tratamiento de los artículos específicos sobre 
los cuales hay modificaciones, teniendo en cuenta además algunas propuestas adelantadas por el 
Partido Nacional. Cabe indicar -como ha quedado establecido- que tenemos que trabajar sobre la 
propuesta que habíamos introducido como proyecto de ley en la Comisión. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, se posterga hasta la semana próxima la discusión particular 
de este proyecto de ley. 


SEÑOR PERCOVICH.- Quería indicar que la semana pasada solicitamos que se considerara -también 
lo había hecho varias semanas antes el señor Senador Abreu- el proyecto de ley que viene del Poder 
Ejecutivo relativo a adecuar nuestra legislación sobre Derecho Internacional Privado. 


En ese sentido, he preparado un pequeño informe a la Comisión que no necesita demasiada 
consideración; quizá podríamos por lo menos exponerlo, para poder analizarlo en la próxima sesión. 


Se trata de una iniciativa que había sido enviada al Parlamento en el 2004, cuando ya se 
estaba terminando la Legislatura y que, como dije, adecua lo que ya tenemos como Derecho 
Internacional Privado en el apéndice del Código Civil y en algunos artículos del Código General del 
Proceso y del Código del Proceso Penal, para incorporarlo en la legislación nacional. En aquel 
momento no hubo tiempo de discutirlo y en este Período se terminó de adecuarlo. Fue elaborado por 
una prestigiosa Comisión integrada por Abogados y Escribanos que fue presidida, en su momento, por 
el especialista en Derecho Internacional Privado, doctor Opertti -quien fue Canciller en su momento- y 
en este Período se sumaron los doctores Lorenzo y Tellechea para hacer las últimas modificaciones. 


Por lo tanto, de eso se trata el proyecto de ley que se envía. No tiene demasiadas 
modificaciones con relación a la iniciativa anterior, pero nos pone a tono con todas las Convenciones e 
instrumentos internacionales que ha suscrito el Uruguay en estas materias, por cuanto ya es tiempo de 
que se incorpore en la legislación nacional. 


La única modificación que se realizó al proyecto de ley -que se divide en capítulos referidos 
a normas generales, Derecho de familia, etcétera, siguiendo el mismo ordenamiento del Código Civil- 
teniendo en cuenta que nos estamos adecuando a la legislación internacional, es la que figura en el 
artículo 16 -creo que el señor Senador Sanguinetti me va a retar- que habla del domicilio de las 
personas físicas incapaces y de los menores sujetos a la patria potestad; entiendo que allí debería 
decirse: “niños, niñas y adolescentes”. 


Cabe indicar, además, que se trata de un proyecto de ley completo, trabajado por gente 
especializada en la materia. 


SEÑOR ABREU.- El Profesor Herbert nos envió una carta ofreciéndose a comparecer y exponer sobre 
el tema. 


SEÑORA PERCOVICH.- Exactamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a proponer que se reparta el trabajo efectuado por la señora Senadora 
Percovich y, además, que se invite al doctor Herbert a concurrir la semana que viene para que efectúe 
una exposición sobre el tema, durante veinticinco a treinta minutos, y que luego votemos. 


(Apoyados) 


-Creo que en este caso existe una razón para no ingresar en una discusión pormenorizada, 
artículo por artículo, porque se trata de un cuerpo normativo en el que han trabajado los especialistas; 
es algo así como un código. Cambiar tres o cuatro cosas en un código puede, de pronto, originar una 
barrabasada que estropea todo el trabajo que otros han hecho durante diez años. Como en esto ha 
trabajado gente de todos los sectores, así como también especialistas, y todos se pusieron de acuerdo, 
entonces, hagámosles caso. Aquí no hay peleas entre los de un lado y los de otro. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Me parece que habría que invitar también al doctor Opertti, que fue quien 
inició este procedimiento y el que más trabajó en él. Podrían concurrir los dos a la misma sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin duda. En todo caso, podríamos establecer un plazo: por ejemplo, de 14 a 
14 y 30 horas. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 22 minutos). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


